CONCEPTO 100 DE 2012
(21 febrero)
<Fuente: Archivo interno entidad emisora>
SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS
Bogotá D.C.
Señor
EISENHOWER CABEZAS H
hower51@hotmail.com
Ref. Su solicitud concepto(1)
Respetado Señor:
Se basa la consulta objeto de estudio en determinar aspectos relacionados con el rompimiento de solidaridad en casos en donde un inmueble ha sido ocupado ilegalmente y la empresa se ha abstenido de suspender el servicio por más de tres meses.
Antes de brindar una respuesta puntual a su consulta, debemos advertir que la misma se formula con el alcance previsto en el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, toda vez que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a una petición en la modalidad de consulta, constituyen orientaciones y puntos de vista que no comprometen la responsabilidad de la entidad ni tienen carácter obligatorio ni vinculante.
Por otra parte, de conformidad con lo establecido en el parágrafo primero(2) del artículo 79 de la Ley 142 de 1994(3), modificado por el artículo 13 de la Ley 689 de 2001(4) esta Superintendencia no puede exigir, en ningún caso, que los actos o contratos de una empresa de servicios públicos se sometan a aprobación previa suya.
Lo anterior podría configurar extralimitación de funciones, así como la realización de actos de coadministración a sus vigiladas.
Hechas las anteriores precisiones, esta Oficina se permite presentar respuesta a la consulta efectuada, en los siguientes términos:
En primer lugar, frente al tema objeto de consulta, es necesario señalar, conforme lo indicado en el Concepto Unificador SSPD –OJU 2010- 13, que el artículo 130 de la Ley 142 de 1994, modificado por el artículo 18 de la ley 689 de 2001, dispone que el propietario, el suscriptor o usuario, tienen una responsabilidad de carácter solidario en cuanto a las obligaciones y derechos en el contrato de servicios públicos.
Esto es, en el evento en que el usuario, sin importar la calidad que el mismo ostente, incumpla el pago oportuno de los servicios facturados dentro del término previsto en el contrato, el cual no excederá de dos períodos consecutivos de facturación en caso que esta sea bimestral y de tres períodos cuando esta sea mensual, operará la solidaridad con los efectos previstos en el artículo 1571 del Código Civil, que son:
a) La persona prestadora del servicio en calidad de acreedor, puede dirigirse conjuntamente contra todos los deudores solidarios, o contra cualquiera de ellos a su libre elección.
b) El deudor contra quien se dirija el cobro de la obligación por parte de la empresa está obligado al pago de la prestación total y no puede excusarse del pago de la obligación, ni pedir división entre todos los deudores.
Ahora bien, si la empresa no suspende el servicio se rompe la solidaridad en los términos establecidos en el parágrafo del artículo 130 de la Ley 142 de 1994.
Ciertamente, existen diversas excepciones a la aplicación de la solidaridad, además de la ruptura por no suspensión del servicio, las cuales para efectos informativos se enuncian a continuación(5):
Cuando el arrendador ha denunciado el contrato de arrendamiento frente al prestador del servicio
No existe solidaridad si el contrato de servicios públicos no está vigente al momento de la enajenación del inmueble.
En los acuerdos de pago en que no está el propietario.
Si el prestador instala nuevos servicios adicionales y el inmueble está en mora.
Se rompe la solidaridad respecto de servicios públicos solicitados por un tercero distinto al propietario.
En caso de traslado de líneas telefónicas.
Si el suscriptor se libera de sus obligaciones contractuales.
La solidaridad no se aplica a facilidades comerciales que se cobren a través de la factura.
No existe solidaridad entre coarrendatarios salvo que estos sean a la vez usuarios del servicio
No existe ruptura de solidaridad para el servicio de aseo, dada la imposibilidad de suspensión del mismo.
Si no se presenta alguna de las anteriores causales, la solidaridad subsistirá y las obligaciones derivadas de contrato de servicios públicos domiciliarios serán exigibles frente al propietario del inmueble, el suscriptor del contrato de condiciones uniformes y los usuarios que disfruten el servicio.
Ahora bien, independientemente de las causales de rompimiento de solidaridad antes señaladas, en casos como el expuesto, el usuario puede acudir a la figura de la suspensión o terminación por mutuo acuerdo del contrato de condiciones uniformes, siempre que haya acuerdo sobre ello, con los usuarios que pudiesen resultar afectados por la medida. Lo anterior, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 138 de la Ley 142 de 1994 que dispone lo siguiente:
“Artículo 138. Suspensión de común acuerdo. Podrá suspenderse el servicio cuando lo solicite un suscriptor o usuario, si convienen en ello la empresa y los terceros que puedan resultar afectados. De la misma manera podrán las partes terminar el contrato”.
En este caso, el propietario afectado por la ocupación ilegal de su predio, podría llegar a un acuerdo con los ocupantes del mismo, para lograr la suspensión o terminación del contrato de condiciones uniformes. En este punto, debe tenerse en cuenta que el consenso con los eventuales afectados por la medida de suspensión temporal o definitiva del servicio, es necesario en la medida que dichos afectados, sin importar la condición que ostenten frente al inmueble (arrendatarios, poseedores, ocupantes, etc.), tienen el derecho constitucional y legal de recibir servicios públicos domiciliarios.
Lo anterior, sin perjuicio de las acciones civiles y policivas que puede iniciar el propietario de un inmueble, para buscar (i) la terminación de las perturbaciones que existan frente al ejercicio de su derecho de propiedad, y (ii) la indemnización en perjuicios que le corresponda.
Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección:http://basedoc.superservicios.gov.co. Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta entidad.
Cordialmente,
MARINA MONTES ALVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica
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